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Aprobado Según Acta No. 34 de la misma fecha
ASUNTO

Una vez aceptada la manifestación de impedimento presentada por los Magistrados HENRY VILLARRAGA OLIVEROS, JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO, JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ, ANGELINO LIZCANO RIVERA, MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA, PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO y JORGE ARMANDO OTÁLORA GOMÉZ
, se decide la impugnación interpuesta contra la sentencia dictada el 25 de febrero de 2011 por la Sala –Conjueces- Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Chocó
, dentro de la acción de tutela instaurada por FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO en su condición de JUEZ LABORAL DEL CIRCUITO DE QUIBDÓ contra la SALA JURISDICCIONAL DISCIPLINARIA DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA.

ANTECEDENTES

El actor acudió al recurso Constitucional de amparo para solicitar la protección de su derecho fundamental al debido proceso y de defensa, los que estimó lesionados por la Colegiatura accionada, a partir del supuesto desconocimiento del principio de autonomía en el ejercicio de su función como Juez Laboral del Circuito de Quibdó, de su propio precedente, igualdad y ausencia de motivación en el fallo proferido por la Sala accionada en sede de segunda instancia cuando mediante las sentencias proferidas dentro de los radicados 200700169
 y 200700189
, fue sancionado con suspensión del cargo por el término de dos (2) y doce (12) meses en cada una;   y para lo cual narró los siguientes hechos:

Expresó que existe una vía de hecho dentro de los precitados fallos sancionatorios proferidos en su contra por la Sala accionada, en primer lugar, porque omitió la acumulación de los respectivos expedientes en tanto el problema jurídico era el mismo. En segundo lugar, por no reconocer a su favor la causal de ausencia de responsabilidad contenida en el numeral 6º, del artículo 28, de la Ley 734 de 2002; y en tercer lugar, por el supuesto desconocimiento de la Accionada respecto de su propio precedente horizontal, cuando resuelve frente a idénticas situaciones de hecho, de manera diferente en derecho, concretando este último presupuesto fáctico, en que la accionada mediante proveídos de fecha 15 de diciembre de 2009
, por hechos similares, lo absolvió de los cargos formulados con base en el principio de autonomía funcional.
Además, porque sobre el tema de la procedencia o legalidad de tramitar procesos ejecutivos laborales contra el Departamento del Chocó y el alcance del mandato previsto en el numeral 13, del artículo 58 y 34.9, de la Ley 550 de 1999, existe una controversia jurídica que se ha dado no solo en los Juzgados Laborales del Circuito de Quibdó, sino en el Tribunal Superior de Distrito Judicial de Quibdó, pues la interpretación no ha sido unánime. En tanto para los Agentes del Ministerio Público el adelantamiento de los procesos en cita y la adopción de medidas cautelares dentro de los mismos, permiten inferir que los jueces laborales como él, desconocen el acuerdo de reestructuración de pasivos suscritos por el Departamento del Chocó el 27 de noviembre de 2001, no obstante que aquellas decisiones emitidas están amparadas no solo en el ejercicio autónomo de sus funciones como jueces de la república, sino acatando como en su caso, el precedente vertical que lo obligaba, por cuanto la misma Sala Única del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Quibdó, sobre el punto avaló por vía de apelación las negativas de nulidad incoadas por los representantes de la sociedad, confirmado los autos de embargo emitidos por los jueces laborales del circuito como fue su caso.
También alega el accionante que, a pesar de haber aportado los elementos probatorios para haber sido relevado de responsabilidad disciplinaria, la Sala Accionada determinó sancionarlo mediante las sentencias que hoy son materia de la acción de amparo, con las cuales considera se le han violado sus derechos fundamentales al debido proceso, de defensa, al trabajo, al mínimo vital suyo y el de su familia, en la medida que dependen única y exclusivamente de los ingresos que percibe por el ejercicio de la profesión en la Judicatura como Juez.
ACTUACIONES PROCESALES E INTERVENCIONES

1.- Previa aceptación del impedimento presentado por los Magistrados que integran la Sala de origen y sorteados en debida forma los conjueces, el a quo mediante auto del 14 de enero de 2011, avocó conocimiento (fl.246), convocó al proceso a las autoridades judiciales accionadas y ordenó la práctica de inspección judicial a los procesos disciplinarios adelantados contra el actor.

2.- La doctora JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ, en su entonces condición de Presidenta de la Sala accionada, respondió el traslado que se le hiciere solicitando declarar la improcedencia de la acción de amparo, tras argumentar que por regla general, la tutela resulta improcedente para controvertir decisiones judiciales, atendiendo su carácter subsidiario y residual, salvo que no existan otros medios de defensa a los que se pueda acudir, o cuando existiendo éstos, lo es para evitar un perjuicio irremediable. 
Explicó que tratándose de decisiones judiciales procederá la tutela cuando sean manifiestamente contrarias al orden jurídico, al precedente judicial aplicable y violatoria de los derechos fundamentales, evaluando a su turno que la cuestión que se discuta sea de evidente relevancia constitucional, que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial, que se trate de una irregularidad procesal donde la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna, que se identifique de manera razonable los hechos que generan la vulneración, así como los derechos vulnerados, que ello se hubiere alegado en el proceso, y que no se trate de sentencias de tutela. 
Entonces, que verificado el cumplimiento de las anteriores exigencias, el señor juez de tutela debe comprobar que se configura por lo menos uno de los requisitos de procedibilidad especiales identificados por la jurisprudencia a saber, defectos: orgánico, fáctico, procedimental, sustantivo, error inducido, decisión son motivación, desconocimiento del precedente y violación directa de la constitución; situaciones que a juicio de la accionada no se vislumbran para el asunto en concreto, por lo que solicita aplicación de los principios de autonomía judicial. 
De otra parte, refirió además que en el fallo atacado por vía de tutela, se plasmó claramente que  la interpretación normativa y la autonomía funcional de los jueces, ciertamente deben ser respetadas, pero las mismas tienen límites, por cuanto el desconocimiento de las normas que resulten aplicables a cada caso particular, se erige en omisión del funcionario y se afecta la seguridad jurídica, razón por la cual, era imperativo para esa Sala sancionar al funcionario disciplinado en tanto se demostró que traspasó los términos de la autonomía funcional.  
3.- Fueron allegadas como pruebas a la actuación las siguientes:

i) Declaración extra proceso, certificado y registro civil de nacimiento allegados por el actor a  efectos de demostrar su núcleo familiar.
ii) Copia de las sentencias objeto de la tutela (proferidas dentro de los procesos disciplinarios 200700169 y 200700189 del 19 de agosto de 2010 y del 1º de septiembre de 2010, respectivamente).

iii) Copia de las sentencias proferidas dentro de los radicados 200500135 y 200500138, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura el 15 de diciembre de 2009, con ponencia de los Magistrados Angelino Lizcano rivera y Pedro Alonso Sanabria Buitrago, respectivamente
. 
iv) Copia de las providencias de segunda instancia proferidas por la Sala Única del Tribunal Superior de Quibdó dentro de los radicados 2005147, 2004391, 2006195, 20050081, 2005258, 2005127, 2005123, 2005047, 2006155, 2005116
.
FALLO IMPUGNADO

El a quo –conjueces- por sentencia del 25 de febrero de 2011 (fl.299) decidió TUTELAR  a favor del accionante, los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, trabajo y acceso a la administración de justicia, ordenando como consecuencia a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, proferir nuevamente las respectivas decisiones de fondo al interior de los procesos disciplinarios radicados 200700169 01 y 200700189 01, acorde con lo plasmado en aquel fallo constitucional y con el “precedente judicial vigente y plasmados en los fallos citados en precedencia, emitidos, emitidos por la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, so pena de incurrir en las sanciones de rigor por desacato”.
Lo anterior, tras considerar que la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, al emitir los fallos atacados por vía de tutela, dentro de los radicados 200700169 01 y 200700189 01, se apartó en forma injustificada de sus anteriores determinaciones, desconociendo flagrantemente el precedente horizontal al cual estaban obligados, vulnerando así los derechos fundamentales del accionante al debido proceso, igualdad y acceso a la administración de justicia. 
Así, la primera instancia encontró justa la reclamación también del derecho fundamental al trabajo del actor y con él la preservación del mínimo vital de su familia, considerando que básicamente éstos dependen exclusivamente del producido por el señor Francisco Antonio Mena como juez de la República; y que con los comportamientos denunciados por parte de la accionada, se coloca en inminente riesgo la situación laboral del actor y consecuencialmente la subsistencia familia. 
Para la protección de los derechos que concluyó como afectados, la Sala A quo, dejó sin efectos las diligencias materia de la presente acción de tutela y todas las actuaciones posteriores judiciales o administrativas que hubieren sido proferidas con ocasión de los proveídos “emitidos en abierto desconocimiento de los derechos fundamentales del accionante en mención”, para que como se dijo anteriormente, se profirieran nuevamente las respectivas decisiones de fondo al interior de los procesos disciplinarios referidos. 
IMPUGNACIÓN

La Sala accionada, en cabeza de su actual Presidente, Honorable Magistrado HENRY VILLARRAGA OLIVEROS, censuró la decisión del a quo, alegando que el ataque del accionante es frente a una decisión judicial y según criterio de la Corte Constitucional, para la procedencia de la acción de amparo se debe reunir ciertos requisitos o estar de cara a determinadas situaciones como defecto sustantivo, orgánico o procedimental, defecto fáctico, error inducido, decisión sin motivación, desconocimiento del precedente o vulneración directa de la Constitución, lo que no ocurre en el presente caso. 
Para el recurrente, las providencias demandadas como vulneradoras del debido proceso, no contienen ninguno de los defectos señalados por la Corte Constitucional para que se configure vía de hecho, por el contrario, son el producto de un criterio serio adoptado por el fallador, mismas que se hayan debidamente motivadas y sustentadas, en las que estuvieron todos los argumentos defensivos expuestos por el funcionario disciplinado. 
De esta manera, explicó que en el proceso radicado bajo el No. 200700169 01 se concluyó la responsabilidad del Juez investigado, aduciendo que en su condición de Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó Chocó, dentro del proceso ejecutivo laboral No. 2006-00064 de LEONARDO MOSQUERA MOSQUERA, contra el Departamento del Chocó, ordenó el embargo de las cuentas del Departamento demandado a pesar de que éste estaba en proceso de reestructuración ordenado por la Ley 550 de 1999, además, porque mediante proveído del 6 de febrero de 2006, libró mandamiento de pago y decretó el embargo y retención de los dineros de propiedad del Departamento del Chocó pertenecientes al Sistema General de Participaciones teniendo como título ejecutivo una constancia expedida por el Tesorero Pagador del Departamento prenombrado; entretanto que, dentro del proceso disciplinario No. 200700189 01, se concluyó que el disciplinado era responsable por cuanto en el proceso ejecutivo laboral No. 2007-00131 de MARIELA ARCE DE QUESADA y otros, CONTRA EL Departamento del Chocó y el Fondo Educativo Departamental del Chocó –FED-,  ordenó el embargo de las cuentas del Municipio a pesar de estar éste en proceso de reestructuración ordenado por la Ley 550 de 1999.
Decisiones dentro de las cuales se dejó claro que ante la evidente vulneración al debido proceso por la irregular aplicación normativa del señor Juez disciplinado, no podía predicarse el carácter absoluto del principio de autonomía funcional y por ende, la intangibilidad de la responsabilidad disciplinaria, al disponer un embargo a través de una providencia judicial con la cual desconoció las normas aplicables a cada uno de los casos concretos allí analizados.
Con base en las anteriores consideraciones, concluyó el censor, que la Jurisdicción Constitucional está siendo objeto de uso a manera de mecanismo alterno y supletorio, en una instancia adicional, que desnaturaliza la institución tutelar, por cuanto lo que pretende el actor es volver a discutir su responsabilidad disciplinaria, por ello solicitó se revoque la decisión del Juez Constitucional de Primera Instancia y su lugar se niegue el amparo deprecado por el accionante FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO.
CONSIDERACIONES 

De conformidad con lo previsto en los artículos 86, 116 inciso 1º, 256 numeral 7º de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y el Decreto 1382 de 2000, la Sala de Conjueces de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura es competente para resolver la impugnación incoada dentro de la presente acción de tutela contra la sentencia de primera instancia proferida por la Sala de Conjueces de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Chocó, a ello se procederá previas las siguientes consideraciones de hecho y de derecho.

En efecto, una vez establecida la competencia para conocer del presente asunto, es una tarea propia del juez constitucional, realizar un escrutinio sobre la presencia de las causales de procedencia de la tutela contra decisiones judiciales y solo una vez reunidas, entrar a estudiar el fondo de los derechos fundamentales invocados con el recurso de amparo.

1.- ASPECTOS REFERIDOS A LA PROCEDENCIA.- 

La Corte Constitucional ha definido como requisito necesario para la procedencia de la tutela contra sentencias judiciales, que ésta se interponga dentro de un término razonable, para evitar así -su improcedencia- por desconocimiento del principio de inmediatez, puesto que ante el carácter excepcional del recurso de amparo, el mismo tiene como finalidad garantizar la intangibilidad de la cosa juzgada y el respeto de la autonomía judicial
, permitiendo con ello la certeza conceptual derivada de la seguridad jurídica.

Aplicando estos presupuestos conceptuales al caso objeto de estudio, es posible concluir que en el sub examine, no existe reparo alguno en cuanto hace referencia al juicio de procedibilidad en relación con el acatamiento del principio de inmediatez, pues si bien es cierto que las decisiones sancionatorias de segunda instancia se encuentran fechadas la primera del 19 de agosto de 2010 y la segunda el 1º de septiembre del mismo año, y el recurso de amparo se impetró ante la Sala de instancia el 10 de diciembre de 2010
, también lo es que las sentencias disciplinarias del ad quem, sólo se notificaron en el mes de noviembre de 2010
, es decir, un mes antes de que fuere promovida la acción constitucional que hoy nos convoca y es desde dicho extremo temporal -que garantiza el conocimiento efectivo de la sanción-. A partir de allí debe contabilizarse la razonabilidad del plazo exigido por la jurisprudencia constitucional y en el evento presente, resulta oportuno el recurso de amparo.

A lo anterior, se suma que por tratarse el ataque tutelar contra una providencia dictada por una autoridad judicial de cierre -como es la proferida por esta Colegiatura- el actor carece de otros mecanismos procesales judiciales, para cuestionar la decisión en referencia, por tanto, por ello que el Juez Constitucional se encuentra habilitado para entrar a emitir una decisión de fondo.

2.- ASUNTO EN CONCRETO.-

En el presente caso, la Sala para resolver la alzada debe precisar si le asiste razón a la Primera Instancia al reconocer que existió una lesión a los derechos fundamentales del Actor, al proferirse las decisiones sancionatorias disciplinarias dentro de los radicados Nos. 200700169 01 y 2007000189 01, desconociendo el propio precedente horizontal y desconociendo el principio de autonomía funcional de que estaría investido el disciplinado como Juez de la República y por lo cual se vulneraron a través de la figura de la vía de hecho, los derechos fundamentales al Debido Proceso, a la Igualdad, al trabajo al acceso a la administración de justicia reconocidos en sede de la primera instancia, por las causas invocadas por el peticionario.

2.1.- Aspectos Generales sobre el defecto fáctico y el sustantivo.

En la ya copiosa doctrina de la Corte Constitucional en materia de la procedencia de tutelas contra sentencias judiciales, se han consolidado ciertas categorías a las cuales debe someterse el trámite de un recurso de amparo, por lo tanto es necesario identificar -de manera general- el marco conceptual a tenerse en cuenta en la decisión del caso que ocupa la atención de la Sala, advirtiendo –de entrada- que comparte la ubicación técnica del supuesto defecto alegado por el peticionario como fáctico, en consecuencia y atendiendo los lineamientos establecidos en la sentencia T-264/09, la Corte Constitucional considera que existen unos requisitos de procedencia de la acción de tutela contra sentencias, los cuales han sido establecidos en los siguientes términos:

“1. Procedencia de la acción de tutela contra sentencias judiciales. Reiteración de Jurisprudencia.

1.1 La Corte Constitucional, intérprete autorizada de la Constitución Política y guardiana de la integridad del texto superior (artículo 241 C.P.), ha desarrollado una sólida doctrina en relación con la procedencia de la acción de tutela en contra de providencias judiciales, basada en la búsqueda de un equilibrio adecuado entre los principios de cosa juzgada, autonomía e independencia judicial –pilares de todo estado democrático de derecho- y la prevalencia y efectividad de los derechos constitucionales –razón de ser primordial del estado constitucional y democrático de derecho-. Este equilibrio se logra a partir de la procedencia excepcional de la acción, dentro de supuestos cuidadosamente decantados por la jurisprudencia constitucional
.

1.2 Para esta Corporación, la acción de tutela contra providencias judiciales constituye un mecanismo idóneo para garantizar la primacía y efectividad de los derechos constitucionales, cuyo fundamento normativo-constitucional se encuentra en los artículos 86 de la Carta, que prescribe que la acción se orienta a proteger los derechos frente a cualquier autoridad pública, y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos -parte del Bloque de Constitucionalidad-, que establece en cabeza del Estado la obligación de proveer un recurso efectivo para la protección de los derechos humanos
. 

1.3 La tutela contra sentencias cumple, además, una función indispensable dentro de un estado constitucional, como es la de unificar la jurisprudencia nacional sobre los derechos fundamentales
. Como se sabe, las cláusulas de derechos son especialmente amplias e indeterminadas
, así que la precisión de su contenido por parte del órgano de cierre de la jurisdicción constitucional asegura la vigencia del principio de igualdad en aplicación de las normas de derechos constitucionales, garantiza un nivel adecuado de seguridad jurídica, y asegura que los jueces cumplan con la obligación de propender por la justicia material, representada en la vigencia de los derechos inalienables del hombre, cuando puedan verse afectados en el proceso de aplicación de la ley
.

1.4 Por otra parte, la excepcionalidad de la acción garantiza que las sentencias judiciales estén amparadas adecuadamente por el principio de cosa juzgada que prescribe su inmutabilidad, y que los jueces conserven sus competencias, autonomía e independencia al decidir los casos de los que conocen. 

1.5 En la preservación de estos principios adquieren un papel protagónico los requisitos generales de procedencia formal de la acción, subsidiariedad e inmediatez. El primero, asegura la independencia y autonomía judicial pues el peticionario sólo puede acudir a la tutela una vez haya agotado los mecanismos previstos por el sistema jurídico; el segundo, por su parte,  evita que se dé una erosión muy acentuada de la seguridad jurídica y la cosa juzgada, pues preserva la intangibilidad de las sentencias ejecutoriadas, toda vez que, transcurrido un tiempo razonable no es posible que sean cuestionadas por un supuesto desconocimiento de derechos fundamentales. Por ello, se afirma que la cosa juzgada adquiere una dimensión sustancial: las sentencias se protegen en la medida en que aseguran no solo seguridad jurídica, sino un mínimo de justicia material.

1.6 En cuanto a la autonomía e independencia judicial y los eventuales problemas ocasionados por la intervención del juez constitucional en pronunciamientos de otras jurisdicciones, una sencilla consideración sobre la composición de la jurisdicción constitucional permite demostrar que se trata de temores infundados. 

De acuerdo con las disposiciones legales y constitucionales, la Corte ha distinguido entre la jurisdicción constitucional en sentido orgánico y en sentido funcional
. Desde el primer punto de vista, el único órgano que hace parte de la jurisdicción constitucional es la Corte Constitucional; sin embargo, desde el punto de vista funcional, todos los jueces de la república, individuales y colegiados, hacen parte de la jurisdicción constitucional cuando conocen de acciones de tutela, o cuando ejercen el control de constitucionalidad mediante la aplicación preferente de la Carta (excepción de inconstitucionalidad) en virtud del artículo 4º Superior.  

La objeción según la cual la tutela contra sentencias afecta el orden jurídico por desconocer la posición de los tribunales de cierre de las jurisdicciones ordinaria y administrativa, y la independencia y autonomía del juez natural de cada proceso, se desvanece una vez se repara en el sentido funcional de la jurisdicción constitucional. La intervención de la Corte ante la eventual afectación de derechos constitucionales en los procesos judiciales adquiere pleno sentido si, por una parte, se asume su posición como órgano de cierre de la jurisdicción constitucional pero, por otra, se entiende que su competencia se restringe a los asuntos de relevancia constitucional y a la protección efectiva de los derechos mencionados y no -se enfatiza- a problemas de carácter legal.

Por ello, está vedada al juez de tutela cualquier intromisión en asuntos puramente litigiosos, en la escogencia de interpretaciones legales constitucionalmente válidas; o, finalmente, en las amplias atribuciones del juez para la valoración del material probatorio, mientras su ejercicio se ajuste a la efectividad de los derechos constitucionales. (s.f.t.)

1.7 Dentro del marco expuesto, en sentencia C-590 de 2005, la Sala Plena de la Corporación señaló los requisitos formales y materiales de procedencia de la acción. 

1.7.1 Requisitos formales (o de procedibilidad)
: (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional
; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios, antes de acudir al juez de tutela
; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) en caso de tratarse de una irregularidad procesal, que esta tenga incidencia directa en la decisión que resulta vulneratoria de los derechos fundamentales (s.f.t.); (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que esta haya sido alegada al interior del proceso judicial, en caso de haber sido posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela
. 

1.7.2 Requisitos sustanciales o de procedencia material del amparo: que se presente alguna de las causales genéricas de procedibilidad, ampliamente elaboradas por la jurisprudencia constitucional: defecto orgánico
 sustantivo
, procedimental
 o fáctico
; error inducido
; decisión sin motivación
;  desconocimiento del precedente constitucional
; y violación directa a la constitución
.

En relación con las causales genéricas de procedencia, ha manifestado la Corte que no existe un límite indivisible entre estas, pues resulta evidente que la aplicación de una norma inconstitucional o el desconocimiento del precedente constitucional pueden derivar en un irrespeto por los procedimientos legales; o, que la falta de apreciación de una prueba, puede producir una aplicación indebida o la falta de aplicación de disposiciones normativas relevantes para la solución de un caso específico
. 

1.8 No sobra señalar que el criterio sostenido en la ratio decidendi de la sentencia C-543 de 1992 se mantiene incólume: la preservación de la supremacía de los derechos fundamentales, a través de un entendimiento sustancial de los principios de seguridad jurídica e independencia judicial
. 

De acuerdo con las consideraciones precedentes, para determinar la procedencia de la acción de tutela en contra de una sentencia judicial, es preciso que concurran tres situaciones: (i) el cumplimiento de los requisitos formales de procedibilidad, (ii) la existencia de alguna o algunas de las causales genéricas establecidas por la Corporación para hacer procedente el amparo material y, (iii) el requisito sine que non, consistente en la necesidad de intervención del juez de tutela, para evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental.

2. Breve caracterización del defecto fáctico.

2.1 De acuerdo con la jurisprudencia de la Corporación
, este defecto se produce cuando el juez toma una decisión sin que se halle plenamente comprobado el supuesto de hecho que legalmente la determina
, como consecuencia de una omisión en el decreto
 o valoración de las pruebas; de una valoración irrazonable de las mismas; de la suposición de una prueba, o del otorgamiento de un alcance contraevidente a los medios probatorios.

2.2 Para la Corte, el defecto fáctico puede darse tanto en una dimensión positiva
, que comprende los supuestos de una valoración por completo equivocada, o en la fundamentación de una decisión en una prueba no apta para ello, así como en una dimensión negativa
, es decir, por la omisión en la valoración de una prueba determinante, o en el decreto de pruebas de carácter esencial
.

2.3 El fundamento de la intervención radica en que, a pesar de las amplias facultades discrecionales que posee el juez natural para el análisis del material probatorio, este debe actuar de acuerdo con los principios de la sana crítica, es decir, con base en criterios objetivos y racionales. Así, en la sentencia T-442 de 1994, la Corte señaló: 

“(…) si bien el juzgador goza de un gran poder discrecional para valorar el material probatorio en el cual debe fundar su decisión y formar libremente su convencimiento, inspirándose en los principios científicos de la sana crítica (…), dicho poder jamás puede ser arbitrario; su actividad evaluativa probatoria supone necesariamente la adopción de criterios objetivos, racionales, serios y responsables. No se adecua a este desideratum, la negación o valoración arbitraria, irracional y caprichosa de la prueba, que se presenta cuando el juez simplemente ignora la prueba u omite su valoración o sin razón valedera alguna no da por probado el hecho o la circunstancia que de la misma emerge clara y objetivamente”

2.4 A pesar de lo expuesto, la intervención del juez de tutela, en relación con el manejo dado por el juez natural al material probatorio es extremadamente reducida pues el respeto por los principios de autonomía judicial, juez natural, e inmediación, impide que el juez constitucional realice un examen exhaustivo del material probatorio; así, la Corte Constitucional, en sentencia T-055 de 1997
, determinó que, en lo que hace al análisis del material probatorio, la independencia judicial cobra mayor valor y trascendencia.

2.5 En similar sentido, ha reiterado la Corte que las diferencias de valoración en la apreciación de una prueba no constituyen errores fácticos pues, frente a interpretaciones diversas y razonables, el juez natural debe determinar, conforme con los criterios señalados, cuál es la que mejor se ajusta al caso concreto. El juez, en su labor, no sólo es autónomo, sino que sus actuaciones se presumen de buena fe
. En consecuencia, el juez de tutela debe partir de la corrección de la decisión judicial, así como de la valoración de las pruebas realizadas por el juez natural:

“(…) al paso que el juez ordinario debe partir de la inocencia plena del implicado, el juez constitucional debe hacerlo de la corrección de la decisión judicial impugnada, la cual, no obstante, ha de poder ser cuestionada ampliamente por una instancia de mayor jerarquía rodeada de plenas garantías”
. 

2.6.- Por último, para que la tutela resulte procedente por la configuración de un error fáctico, “El error en el juicio valorativo de la prueba debe ser de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto”
 (Resaltado fuera del original).
Ahora bien, como lo debatido es la existencia de un posible defecto fáctico ocurrido en las sentencias atacadas, sobre dicho tópico y de cara al punto debatido en el recurso de amparo, la Corte Constitucional indicó –de forma detallada en la sentencia T-1265 de 2008- que éste se presenta cuando:

“5.1 Defecto fáctico.
Sea lo primero señalar que la Corte Constitucional a través de su jurisprudencia ha señalado que se estará ante un defecto fáctico cuando “el apoyo probatorio en que se basó el juez para aplicar una determinada norma es absolutamente inadecuado”
 o cuando aplica el derecho sin contar con las pruebas que permitan demostrar los hechos determinantes del supuesto legal
. Al respecto, la Corte ha encontrado que para que exista una vía de hecho por defecto fáctico es necesario que no exista el sustento probatorio necesario para adoptar la decisión, falte la apreciación del material probatorio anexado al expediente o, simplemente, se presente un error grave en su valoración
. 

Si bien el juzgador goza de un amplio margen para valorar el material probatorio en el cual ha de fundar su decisión y formar libremente su convencimiento, “inspirándose en los principios científicos de la sana crítica (Arts. 187 CPC y 61 CPL)”
, dicho poder jamás puede ejercerse de manera arbitraria. La evaluación del acervo probatorio por el juez implica, necesariamente, “la adopción de criterios objetivos
, no simplemente supuestos por el juez, racionales
, es decir, que ponderen la magnitud y el impacto de cada una de las pruebas allegadas, y rigurosos
, esto es, que materialicen la función de administración de justicia que se les encomienda a los funcionarios judiciales sobre la base de pruebas debidamente recaudadas.”

La Corte ha determinado dos aspectos del defecto fáctico en ejercicio de la autoridad judicial: El primero, denominado dimensión negativa, que se presenta cuando se niega una prueba o su valoración es arbitraria, irracional y caprichosa, o cuando no se la valora, lo que imposibilita la comprobación de los hechos
. Por otra parte, la dimensión positiva, hace referencia a la apreciación y valoración por parte del juez de un conjunto probatorio que lo lleva a tomar una determinada decisión, pero cuyas pruebas no debieron ser admitidas y mucho menos valoradas, como podría ser el caso de pruebas indebidamente recaudadas (artículo 29 C.P.) y al hacerlo el juez desconoció la Constitución
. 
Con todo, la acción de tutela será viable contra una providencia judicial, cuando alegada la configuración de un defecto fáctico, el error en el juicio valorativo hecho por el juez sea “ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de competencia”.

En consecuencia, se configurará un defecto fáctico, (i) cuando las pruebas allegadas al proceso resultan insuficientes para adoptar la determinación correspondiente, bien porque no fueron decretadas o bien porque no fueron practicadas; (ii) cuando la valoración que de ellas se haga resulte contraevidente, y (iii) cuando las pruebas sean nulas de pleno derecho”.
Ahora bien, en cuanto al defecto sustantivo, ha decantado la Corte constitucional lo siguiente:
“4.  Vía de hecho por defecto sustantivo.  Defecto por desconocimiento del precedente jurisprudencial.
 Específicamente, la actora dentro del presente asunto le imputa la existencia de tres defectos a las providencias dictadas por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca y a la Sección Segunda del Consejo de Estado: defecto sustantivo, desconocimiento del precedente y vulneración directa de la Constitución Política.  Bajo estas condiciones la Sala pasará a reiterar los principales criterios que ha definido la jurisprudencia para que dichas censuras contra una providencia judicial tengan alguna posibilidad de éxito, teniendo en cuenta que todas ellas pueden enmarcarse dentro del concepto amplio del “defecto sustantivo”. 

4.1.  En la sentencia SU-159 de 2002 se sintetizaron con mayor precisión los rasgos fundamentales de dicha vía de hecho, de la siguiente manera[6]:

 “La Corte Constitucional ha señalado en su jurisprudencia que el defecto sustantivo que convierte en vía de hecho una sentencia judicial, opera cuando la decisión que toma el juez desborda el marco de acción que la Constitución y la ley le reconocen al apoyarse en una norma evidentemente inaplicable al caso concreto[7], bien sea, por ejemplo (i.) porque ha sido derogada y ya no produce ningún efecto en el ordenamiento jurídico, (ii.) porque ella es claramente inconstitucional y el funcionario se abstuvo de aplicar la excepción de inconstitucionalidad[8], (iii.) porque su aplicación al caso concreto es inconstitucional[9], (iv.) porque ha sido declarada inexequible por la propia Corte Constitucional[10] o, (v.) porque, a pesar de estar vigente y ser constitucional, no se adecua a la circunstancia fáctica a la cual se aplicó, porque a la norma aplicada, por ejemplo, se le reconocen efectos distintos a los expresamente señalados por el legislador.” (negrilla fuera de texto original).

 Más adelante, en la Sentencia de Unificación 813 de 2007, los mismos argumentos fueron reiterados de la siguiente forma:

 “Como lo ha señalado la Corte existe vía de hecho por defecto sustantivo cuando se presenta alguna de las siguientes hipótesis: 
 (a)  Cuando el funcionario judicial deja de aplicar una disposición claramente aplicable al caso concreto
(b)  Cuando la norma aplicada ha sido derogada o cuando la misma – o la interpretación que de ella hace el funcionario judicial - ha sido declarada inexequible 
(c)  Cuando la norma aplicada es claramente inconstitucional y el funcionario se abstuvo de aplicar la excepción de inconstitucionalidad, 
(d)  Cuando la norma es constitucional pero su aplicación al caso concreto resulta inconstitucional
(e)  Cuando, a pesar de estar vigente y ser constitucional, no se adecua a la circunstancia fáctica a la cual se aplicó
(f)   Cuando la norma se aplica al margen de las precisiones constitucionales formuladas en el precedente constitucional.” (negrilla fuera de texto original).

 4.2.  Adicionalmente y sin perjuicio de lo apuntado hasta ahora, una de las representaciones del defecto sustantivo es el desconocimiento del precedente constitucional.  Éste tiene sustento en la importancia de la Constitución y en el carácter normativo de la misma, que irradia todos los demás componentes de nuestro sistema jurídico, así como en las funciones que el mismo estatuto ha asignado a la Corte Constitucional.  De esta manera, a partir de la guarda de la supremacía y la integridad de la Carta (art. 241 Superior), se ha inferido que las decisiones de este Tribunal constituyen fuente de derecho para todos los operadores jurídicos.

 Conforme a tales parámetros, la interpretación constitucional tiene efectos vinculantes sobre las actuaciones de las autoridades y los particulares, y su desconocimiento implica un desajuste sistemático de la totalidad del ordenamiento jurídico.  Sobre la naturaleza y el alcance de la jurisprudencia proferida por esta Corporación se ha definido que tiene “como propósito principal, orientar el ordenamiento jurídico hacia los principios y valores constitucionales superiores. No reconocer entonces el alcance de los fallos constitucionales vinculantes, sea por desconocimiento, descuido, u omisión, genera en el ordenamiento jurídico colombiano una evidente falta de coherencia  y de conexión concreta con la Constitución, que finalmente se traduce en contradicciones ilógicas entre la normatividad y la Carta,  que  dificultan  la unidad intrínseca del sistema, y afectan la seguridad jurídica”[11]. 

 4.3.  En lo que se refiere a la definición de los parámetros a partir de los cuales se puede identificar el razonamiento obligatorio de la parte motiva de las sentencias, es decir, las pautas para definir la ratio decidendi de una decisión, esta Corporación ha reconocido que aunque dicha tarea recae en primer lugar en el intérprete, existen criterios que ayudan a reconocer con certeza este tipo de argumentos.  El principal de ellos está atado a la capacidad que tiene una premisa o un conjunto de razonamientos para sustentar la decisión. Pero además, dentro de ellos se cuenta la reiteración de la tesis en jurisprudencias posteriores.  En la sentencia T-292 de 2006 se anotó lo que sigue:

 “Conforme a este análisis general, quien deba aplicar una sentencia tiene la posibilidad de establecer de manera directa, prima facie, lo que se considera como ratio decidendi. Sin embargo, esa determinación no puede ser caprichosa en el sentido de sobreestimar los aportes de una sentencia que le parezcan más llamativos, subestiman los que realmente fueron determinantes, ni desconocer la reiterada jurisprudencia sobre un punto, para sobrevalorar una sentencia poco significativa. Al respecto esta Corporación ha señalado que para establecer la ratio decidendi de una providencia, en principio, deben tenerse en cuenta las sentencias posteriores[12], -esto es las  “posteriores” a la cuestión constitucional inicialmente tratada, pero anteriores al caso que se habrá de decidir-, sobre el mismo asunto, proferidas por la Corte. De hecho, esta Corporación ha indicado que la ratio decidendi sobre un tema jurídico puede consolidarse “en una oportunidad posterior”[13], esto es, cuando de manera reiterada se reafirma la regla del fallo inicial en otros casos. En ese sentido, si bien la ratio de una sentencia surge de la sentencia misma, los fallos posteriores de la Corte ofrecen los criterios autorizados  para identificar adecuadamente dicha ratio; de manera tal que le permiten al juez o quien habrá de aplicar una sentencia, ser fiel a una interpretación constitucional determinada”. 

 4.4.  Finalmente, se hace necesario aclarar que los criterios expuestos en relación con el valor y alcance del precedente aplican a las sentencias de revisión de tutela adoptadas por cualquiera de las Salas de este Tribunal.  Ello, en primer lugar, ya que tal tarea hace parte de la guarda de la Carta, conforme al artículo 241-9 Superior y de la garantía de vigencia de los derechos fundamentales, de acuerdo al artículo 86 inc. 2º.  Adicionalmente, la Corte ha identificado que a través de su labor, las Salas de Revisión unifican la jurisprudencia y dan desarrollo judicial a la Constitución.  En la Sentencia de Unificación 1219 de 2001 se afirmó lo siguiente:
 “Primero, el deber de remisión de todos los fallos de tutela a la Corte Constitucional obedece a la necesidad de que sea un órgano centralizado al cual se le confió la guarda de la integridad y supremacía de la Constitución el que finalmente determine cuáles son los fallos de tutela que representan una aplicación adecuada de los derechos constitucionales y así ejerza la tarea de unificación jurisprudencial en materia de derechos fundamentales y de desarrollo judicial de la Constitución. Con esta decisión el Constituyente ha creado el mecanismo más amplio, y a la vez eficaz, para evitar que los derechos fundamentales no obtengan la protección que merecen como principios medulares de la organización política colombiana. (...)
 Además, dada la importancia de la revisión de las acciones de tutela, la sentencia mencionada recalcó que las decisiones generadas dentro de ese trámite gozan de la cualidad de la cosa juzgada constitucional.  Sobre el particular vale la pena tener en cuenta lo siguiente:

 “5.1 Admitir que los fallos de tutela definitivamente decididos o excluidos para revisión sean luego objeto de una nueva acción de tutela, sería como instituir un recurso adicional ante la Corte Constitucional para la insistencia en la revisión de un proceso de tutela ya concluido, lo cual es contrario a la Constitución (art. 86 C.P.), a la ley (art. 33 del Decreto 2591 de 1991) y a las normas reglamentarias en la materia (arts. 49 a 52 del Reglamento Interno de la Corte Constitucional). Las Salas de Selección de la Corte Constitucional, salvo sus facultades legales y reglamentarias, no tienen la facultad de seleccionar lo que ya ha sido excluido de selección para revisión ni una acción de tutela contra uno de sus fallos de tutela. Esto por una poderosa razón. Decidido un caso por la Corte Constitucional o terminado el proceso de selección para revisión y precluido el lapso establecido para insistir en la selección de un proceso de tutela para revisión (art. 33 del Decreto 2591 de 1991 y art. 49 a 52 del Reglamento Interno de la Corte Constitucional), opera el fenómeno de la cosa juzgada constitucional (art. 243 numeral 1 C.P.). Una vez ha quedado definitivamente en firme una sentencia de tutela por decisión judicial de la Corte Constitucional, no hay lugar a reabrir el debate sobre lo decidido.”
 Conforme a estas precisiones, la Corte ha reconocido que las providencias dictadas en sede de revisión de las acciones de tutela constituyen precedente obligatorio sobre los alcances y límites aplicables a los derechos fundamentales por parte de los diferentes operadores jurídicos.  En la sentencia T-292 de 2006, reiterada -entre otras- en la sentencia T-232 de 2007, se anotó lo siguiente:

 “[P]uede concluirse que en materia de tutela, - cuyos efectos ínter partes eventualmente pueden llegar a hacerse extensivos en virtud del alcance de la revisión constitucional[14] -, la ratio decidendi sí constituye un precedente vinculante para las autoridades[15]. 
La razón principal de esta afirmación se deriva del reconocimiento de la función que cumple la Corte Constitucional  en los casos concretos, que no es otra que la de “homogeneizar la interpretación constitucional de los derechos fundamentales”[16] a través del mecanismo constitucional de revisión de las sentencias de tutela (artículo 241 de la C.P). En este sentido, la vinculación de los jueces a los precedentes constitucionales resulta especialmente relevante para la unidad y armonía del ordenamiento como conjunto, precisamente porque al ser  las normas de la Carta de textura abierta, acoger la interpretación autorizada del Tribunal constituye una exigencia inevitable. De no aceptarse este principio, la consecuencia final sería la de restarle fuerza normativa a la Constitución[17], en la medida en que cada juez podría interpretar libremente la Carta, desarticulando el sistema jurídico en desmedro de la seguridad jurídica y comprometiendo finalmente la norma superior, la confianza legítima  en la estabilidad de las reglas jurisprudenciales y el derecho a la igualdad de las personas”
.  

En efecto, bajo el prisma de las anteriores categorías, se torna en imperativo conceptual entrar a analizar los razonamientos vertidos en las sentencias atacadas, para efectuar la adecuación típica de la falta imputada al actor y los presupuestos utilizados para determinar su responsabilidad disciplinaria, tarea que exige tener en cuenta los elementos fácticos y normativos consignados en las providencias bajo estudio, al igual que demanda escrutar la manera como fueron ponderados por las autoridades judiciales accionadas para efectuar la imposición de la sanción, todo por cuanto se alegó con el presente recurso de amparo, la posible existencia de un defecto fáctico y sustantivo.

En efecto una vez definido el marco conceptual y jurisprudencial desde el cual deben mirarse las pretensiones del actor, la Sala considera necesario entrar a analizar las supuestas irregularidades denunciadas por el peticionario, para cual estudia las razones consignadas en la decisión de segunda instancia, toda vez que dicha providencia cierra el debate judicial al interior del proceso disciplinario y aquellos argumentos que no se hicieron valer en el desarrollo lógico del mismo, no pueden presentarse como nuevas razones para ventilarse al interior del recurso tutelar.

En efecto, los presupuestos fácticos que dieron origen a las investigaciones disciplinarias fueron relatados por esta Colegiatura en las providencias cuestionadas de la siguiente manera:

Proceso No. 200700169 01, Magistrado Ponente Dr. Angelino Lizcano Rivera, providencia del 19 de agosto de 2010: 

“La presente investigación se originó con fundamento en los hechos denunciados por el doctor EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN, Procurador General de la Nación para la época, quien mediante escrito del 13 de abril de 2007 puso en conocimiento que en el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Quibdó, a cargo del doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO se presentaban algunas circunstancias que a continuación se señalan:

· Sólo en cuatro (4) radicados en este despacho se destaca que por reajustes salariales las pretensiones ascienden a más de mil setenta millones de pesos ($1.070 millones).

· En tres de los procesos obra como apoderada la Dra. ELIZABETH CURI MORENO.

· En el proceso 2006-400, actúa el Dr. IROLDO LARA LUNA, en representación de 97 poderdantes que sustituyeron los poderes a 6 profesionales. La pretensión consistía en el pago de prestaciones por valor de $201.326.965.oo. Todos los documentos donde se certifica la deuda fueron expedidos la misma fecha (6 de marzo de 2002) y corresponden a órdenes de prestación de servicios de 1997 hacía atrás, de donde se concluye una posible prescripción. Este proceso ya se encuentra terminado y en el mismo se entregaron 2 títulos así: en diciembre 18 de 2006 $310.000.000.oo y en enero 15 de 2007 $600.000.000.oo.

Producto de las visitas realizadas a las instalaciones de la Gobernación del Chocó (Secretaría de Educación, Pagaduría y Secretaría de Hacienda) Departamento Administrativo de Salud (oficina jurídica y pagaduría) así como a los distintos juzgados donde cursan procesos en contra del Departamento en donde están comprometidos recursos de Salud y Educación, se destacan:

Hospital Departamental San Francisco de Asís:

· Juzgado Primero Laboral del Circuito $135.751.529.50

Departamento Administrativo de Salud:

· Juzgado Primero Laboral del Circuito $647.792.2302

Gobernación del Chocó:

· Juzgado Primero Laboral del Circuito $1.778.486.920.63

Señaló el Procurador que los recursos embargados correspondían al Sistema General de Participación (educación), precisó que a través de los Juzgados 1 y 2 Laborales y el Juzgado Civil del Circuito, se concentran más del 58% del valor total de los embargos, medidas éstas que afectan la cuentas de participación y transferencias, contrariando lo preceptuado en la Constitución Política, la Ley y particularmente la Circular No. 0019 de 2005 de la Procuraduría General de la Nación, en la cual se insta a “los señores Jueces de la República, competentes para la ejecución de sentencias y títulos ejecutivos en contra de las personas jurídicas de derecho público, la Nación y entidades territoriales al acatamiento de las normas relacionadas con el embargo de recursos públicos, en concordancia con lo establecido en los pronunciamientos jurisprudenciales de las altas cortes”. 

Correspondió dentro de las presentes diligencias disciplinarias investigar lo referente con el proceso laboral radicado con el Nº 2006-0064 adelantado en el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Quibdó, por el señor JOSÉ LEONARDO MOSQUERA”.

Proceso No. 200700189 01, Magistrado Ponente Dr. Henry Villarraga Oliveros, providencia del 1º de septiembre de 2010: 

“Se inició la presente investigación disciplinaria, por los hechos puestos en conocimiento por el señor PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN, doctor EDGARDO JOSÉ MAYA VILLAZÓN, mediante oficio No. 0365 del 13 de abril de 2007, en donde da a conocer al señor Presidente del Consejo Superior de la Judicatura, aspectos relevantes en relación con los procesos que se han adelantado en los Juzgados Laborales, Civil del Circuito, Civiles Municipales y Juzgado Administrativos de Quibdó, en contra del Hospital San Francisco de Asis, Departamento Administrativo de Salud, Gobernación del Chocó, en lo que se refiere al monto de las prestaciones sociales solicitadas por los abogados intervinientes, a los embargos decretados sobre recursos del Sistema General de Participación Educativa años 2004 a 2006. 

Correspondió a la primera instancia conocer las diligencias relacionadas con el proceso No. 2007-00131 adelantado en el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Quibdó, por Mariela Arce de Quesada y otros contra el Departamento del Chocó y Fondo Educativo Departamental del Chocó –FED- (fl. 1 c.o.)”.

Hechos por los cuales, en ambas actuaciones disciplinarias fue llamado a juicio, siendo en la primera sancionado por el término de dos (2) meses del cargo de Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó y en la segunda por el término de doce (12) meses.
Sin embargo, ha utilizado el accionante, como argumento para atacar por vía de tutela las sentencias precitadas, el supuesto desconocimiento sin motivación del precedente horizontal por parte de la Sala accionada en razón a que en el año 2009, concretamente mediante fallos emitidos el 15 de diciembre de 2009 dentro de los radicados 200500135 donde fue Ponente el Magistrado ANGELINO LIZCANO RIVERA y 200500138 donde fue Ponente el Magistrado PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO, por hechos similares relacionados con el adelantamiento de procesos ejecutivos en contra del Departamento del Chocó, fue absuelto el aquí disciplinado, de toda responsabilidad disciplinaria bajo la aplicación de los principios de autonomía judicial, con lo cual se habrían desconocido al actor los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, trabajo y acceso a la administración de justicia. 
Además porque nunca los procesos disciplinarios objeto del presente amparo, fueron acumulados existiendo identidad entre los mismos para seguirse bajo una misma cuerda procesal. 
Pues bien, en el sub examine, esta Sala anuncia desde ya, que el amparo deprecado por el accionante FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO contra la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, no está llamado a prosperar y como consecuencia de ello, habrá de revocarse el fallo de primera instancia proferido el 25 de febrero de 2011 por la Sala de Conjueces de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Chocó, en razón a que contrario  a lo afirmado por el A quo, no se encuentra vulneración alguna a los derechos fundamentales deprecados, veamos:
En efecto, y en primer lugar, dígase que en cuanto a la no acumulación de los expedientes disciplinarios objeto de la presente acción constitucional, no puede predicarse vulneración alguna en la medida que por un lado dicha petición debió haberse impetrado durante el curso de las investigaciones a efectos de que fueren resueltas conforme las normas procedimentales aplicables al caso, pues era allí el escenario apropiado para tal discusión, no el Constitucional por vía de tutela como hoy lo ha pretendido el actor. Pero además y sin entrar a una discusión de fondo, porque como se dijo, ello era del resorte del Juez Disciplinario, a simple vista se aprecia que las investigaciones disciplinarias si bien guardaban identidad de sujeto disciplinable, no así, identidad en el objeto, ni en los hechos, pues en cada uno de ellos se investigaba la actuación irregular del Juez disciplinado respecto de procesos ejecutivos laborales totalmente diferentes, que se encontraban en etapas disciplinarias distintas. 
Ahora, la unidad procesal conforme con la Ley 734 originada en cada conducta no fue debidamente reglada, pues al pronunciarse sobre los autores en el artículo 26 y entrelazarlo con los factores que determinan la competencia llegando a la conexidad, no hubo claridad al respecto. Sin embargo al hacer uso de la integración normativa que faculta el artículo 21 ibídem y trasladarnos a la Ley Procesal Penal, el artículo 89 es claro en advertir que por cada conducta se debe adelantar “UNA SOLA ACTUACIÓN PROCESAL”.
En segundo lugar, y en lo que respecta al supuesto desconocimiento del precedente horizontal –situación fáctica de la cual se desprenden los demás derechos fundamentales alegados como vulnerados-, tenemos que si bien es cierto la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura en proveídos del 15 de diciembre de 2009 dentro de los radicados 200500135 y 200500138, con ponencia de los Honorables Magistrados ANGELINO LIZCANO RIVERA y PEDRO ALONSO SANABRIA, respectivamente,  concluyó con ausencia de responsabilidad disciplinaria de parte del doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO en su condición de Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó, respecto de su actuación como tal dentro de los procesos ejecutivos laborales 200401340 y 200401682 adelantados igualmente en contra del Departamento del Chocó, no es menos cierto, que a partir del año 2010, dicha Sala decidió recoger su propio precedente respecto de situaciones  como la que hoy nos ocupa, para fijar que en casos de una flagrante violación o desconocimiento de las normas aplicables a ese tipo de asuntos asignados a la Jurisdicción Laboral, el principio de la autonomía judicial encontraba sus límites y a partir de allí precisamente comenzaba a entrar dentro de los llamados reproches disciplinarios. 
En efecto, en el fallo de fecha  19 de agosto de 2010, proferido dentro del proceso No. 200700169 01 con Ponencia del Magistrado Angelino Lizcano Rivera, para arribar al juicio de reproche se analizó lo siguiente:
“De modo que la situación de hecho planteada por el funcionario inculpado en el trámite del proceso ejecutivo laboral en cuestión, no se acompasa con los requisitos previstos en las normas antes trascritas, como quiera que inobservó los preceptos legales citados, pues tenemos que éste libró mandamiento de pago y decretó medidas cautelares sobre recursos pertenecientes al Sistema General de Participaciones, no obstante que el Departamento del Chocó estaba sometido a un Acuerdo de Reestructuración de Pasivos, contraviniendo las disposiciones relativas a este tipo de medidas previstas en la Ley, circunstancia que no comparte la Sala, pues no estuvo acorde, se itera, con los requisitos que orientan el proceso ejecutivo contra Entes Territoriales bajo los acuerdos de reestructuración.

En cuanto a la interpretación normativa por parte de los Jueces, debe decirse que, si bien en principio debe ser respetada la autonomía funcional, el absoluto desconocimiento de las normas que resulten aplicables a cada caso en particular, constituye una omisión grave que configura como en este caso, una vía de hecho  y por ende la incursión en falta disciplinaria, como quiera que la seguridad jurídica se vio afectada en este caso, pues el derecho al debido proceso considerado de manera abstracta, constituye una aplicación del principio de legalidad dentro de un proceso judicial y el cual tiene una repercusión fundamental, es decir la de garantizarles a las personas, tanto naturales como jurídicas, que la función de las autoridades judiciales va a seguir un conjunto de normas procesales establecidas con anterioridad. 

Respecto a la autonomía funcional, ha de precisarse que en relación con las decisiones judiciales fundamentadas con un razonamiento lógico, emitidas dentro del ámbito de la Constitución Política y la Ley, los funcionarios judiciales gozan del mencionado  principio constitucional, es decir que la responsabilidad disciplinaria del Juez investigado no puede abarcar el campo funcional, esto es, el que corresponde a la autonomía en la interpretación y aplicación del derecho según las competencias que previamente le han sido atribuidas, pero corresponde a esta jurisdicción disciplinaria, revisar si el funcionario judicial al proferir las providencias éstas aparecen fundamentadas y legítimamente dictadas, con competencia y en ejercicio de las funciones propias conferidas por la Ley, dentro del trámite procesal respectivo y naturalmente con fundamento en el material probatorio aportado o recaudado en el proceso.

Por lo que debe precisarse que si bien el funcionario judicial está amparado con el principio de autonomía funcional previsto en los artículos 228 y 230 de la Constitución Política, debe observarse que el último de estos artículos relacionados le impone al mismo que debe someterse únicamente a los criterios de la Ley y acudir a la equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina, como criterios auxiliares de la actividad judicial, veamos:

“Artículo 230. Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley.

La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son criterios auxiliares de la actividad judicial”.
Por lo tanto, al encontrarse el Departamento del Chocó bajo acuerdo de reestructuración de pasivos , el funcionario implicado desconoció el mandato legal consagrado en el artículo 58 numeral 13 de la Ley 550 de 1999, que de manera expresa prohíbe la iniciación de procesos ejecutivos y decreto de embargos durante la iniciación y ejecución de éste, al cual indudablemente estaba sometido el Departamento del Chocó. 

No es aceptable entonces,  la interpretación del funcionario acusado para librar mandamiento de pago, porque como ya se dijo antes el artículo 58 numeral 13 de la Ley 550 de 1999, tiene prelación sobre el artículo 34 numeral 9 de la misma Ley, por tratarse de una norma posterior y porque la excepción que establece este último artículo es aplicable a las empresas privadas, o de economía mixta y no a los entes territoriales, en este caso, a un Departamento; así las cosas, el funcionario judicial en cuestión, no podía desconocer la inembargabilidad consagrada en el artículo 58 numeral 13 de la Ley 550 de 1999, en los términos ahí establecidos y bajo las condiciones procedimentales y de derecho que consagra esta norma y escudarse en pronunciamientos que sobre temas similares habían hecho los Magistrados del Tribunal Superior de Quibdó – Chocó”. 

Entretanto que, en el fallo del 1º de septiembre de 2010 proferido dentro del proceso disciplinario No. 200700189 con ponencia del Magistrado HENRY VILLARRAGA OLIVEROS, igualmente se realizó, a juicio de esta Sala y contrario a lo afirmado por el accionante, una amplía motivación para llegar a adquirir el grado de certeza necesario sobre la responsabilidad del funcionario investigado, a efectos de imponer la sanción que correspondía, cuando se dijo: 
“Sobre el tema objeto de investigación, es preciso aclarar que esta Sala en esta oportunidad actúa como operador disciplinario, razón por la cual no podría ordenarle o indicarle al Juez investigado que falle en determinado sentido el proceso ejecutivo laboral sometido a su consideración, ya que se estaría desconociendo que legalmente es el competente para resolver sobre éste, y la autonomía funcional que el mismo tiene para administrar justicia en el caso objeto de análisis.

No obstante lo anterior, ante la evidente vulneración del derecho al debido proceso por la equivocada aplicación normativa del Juez investigado, no puede predicarse el carácter absoluto del principio de la autonomía funcional y por ende la intangibilidad de la responsabilidad disciplinaria al disponer un embargo a través de una providencia judicial, reconociendo el carácter prevalente que le asigna la Constitución Política a este derecho fundamental, y la supremacía que ésta tiene como norma de normas. En ese orden de ideas, considera esta Sala que para armonizar los principios de la autonomía funcional y la legalidad respecto de la asignación de competencias, con el derecho fundamental al debido proceso, debe proceder a evaluar la responsabilidad disciplinaria del Juez investigado en cuanto al desconocimiento de las normas citadas anteriormente.

En el presente asunto se tiene que doctor FRANCISCO ANTONIO MENA, en su condición de Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó, al tramitar el proceso ejecutivo laboral No. 2007-00131 de Mariela Arce de Quesada y otros contra el Departamento del Chocó y Fondo Educativo Departamental del Chocó –FED-., donde el funcionario en su condición de Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó,  mediante providencia del 9 de marzo de 2007, libró mandamiento de pago y decretó el embargo y retención de los dineros del Municipio de Quibdó en el Banco Popular. 

Ahora en este expediente, se allegaron diversas pruebas, como copias de lo actuado por el Juez y la misma inspección realizada al proceso laboral de marras, relativas a la decisión de embargo en los términos citados anteriormente, de donde se puede probar que el doctor FRANCISCO ANTONIO MENA, en su condición de Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó, al tramitar el proceso ejecutivo laboral de radicado No. 2007-00131 adelantado en el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Quibdó, por Mariela Arce de Quesada y otros contra el Departamento del Chocó y Fondo Educativo Departamental del Chocó –FED-., al encontrarse este ente territorial bajo acuerdo de reestructuración de pasivos el cual estuvo vigente hasta el 23 de julio de 2007, desconoció el mandato legal consagrado en el artículo 58 numeral 13 de la Ley 550 de 1999 que prohíbe la iniciación de procesos ejecutivos y decreto de embargos en contra de las entidades sometidas a tal acuerdo, porque dicha disposición tiene prelación sobre el artículo 34 numeral 9 de la misma Ley por tratarse de norma posterior. 

Ahora, la Sala de instancia, decidió absolver al funcionario inculpado, con fundamento en la autonomía funcional de la que estaba facultado, sin embargo para ésta Superioridad, la decisión no era procedente, ya que se encuentra demostrada la constatación material y objetiva del hecho disciplinable con las diferentes pruebas documentales aportadas, como quiera que es claro que desde el punto de vista objetivo, el cuestionamiento disciplinario y la formulación de cargos realizada contra el doctor FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO, en su condición de Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó- Chocó-, tiene fundamento jurídico, ya que dentro del proceso ejecutivo laboral en cuestión, desconoció la realidad procesal, esto es, el contenido del numeral 13 de la Ley 550 de 1999, que prohíbe la iniciación de procesos ejecutivos y decreto de embargos en contra de las entidades sometidas a tal acuerdo, en concordancia con el artículo 19 del Decreto 111 de 1996.

Así las cosas, para esta Sala, es claro que la actuación del funcionario es contraria a derecho y en tal virtud le asiste razón al Agente del Ministerio Público, en el sentido de que no estaba facultado para decretar embargos sobre recursos pertenecientes al Sistema General de Participaciones, con base en la constancias expedidas por el doctor RODOLFO MURILLO GUZMÁN, Tesorero Pagador del Departamento del Chocó, no obstante que este Ente Territorial estaba sometido a un Acuerdo de Reestructuración de Pasivos suscrito con sus acreedores el 8 de enero de 2001, con lo cual se conculcó el debido proceso, sin la posibilidad de que el Departamento ejerciera sus derechos, como se observa del expediente, ejecutando de esta manera una actuación por fuera de la Ley y la Constitución Política.

Ahora, siendo la Administración de Justicia el ejercicio de un servicio a la sociedad, esencial e imprescindible, el incumplimiento de los deberes y obligaciones que lo constituyen afecta negativa y directamente su prestación, lesionando indiscutiblemente la imagen de la justicia, su credibilidad y eficacia, constituyendo descrédito para la misma, pues la afrenta no sólo es contra uno de los pilares del Estado Social de Derecho sino también, contra los usuarios de este servicio a quienes se les debe respeto y efectividad en el mismo, incluidas la Entidades que forman parte de la estructura del Estado.

Así las cosas, este comportamiento reprochado en el presente asunto al funcionario judicial implicado, que por su rango de Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó –Chocó, se le exige el más estricto cumplimento de los deberes de lealtad, probidad y honestidad, que implica el acatamiento a los deberes determinados por la Constitución Política y las Leyes.

De modo, que establece el artículo 13 del Código Disciplinario Único -Ley 734 de 2002, dos formas de responsabilidad, esto es: a título de dolo o culpa, y  en el presente caso fue atribuida a título de culpa, correspondiendo esta conducta al desconocimiento de los preceptos legales del numeral 13 del artículo 58 de la Ley 550 de 1990; artículo 19 del Decreto 111 de 1996 y artículo 18 de la Ley 715 de 2001.

 De modo que la situación de hecho planteada por el inculpado en el trámite del Proceso Ejecutivo Laboral en cuestión, no encuadró con los requisitos de las normas mencionadas, como quiera que inobservó los preceptos legales citados, pues tenemos que el investigado libró mandamiento de pago y decretó medidas cautelares sobre recursos pertenecientes al Sistema General de Participaciones, no obstante que el municipio de Quibdó estaba sometido a un Acuerdo de Reestructuración de Pasivos suscrito con sus acreedores desde el 8 de enero de 2002, contraviniendo las disposiciones relativas a este tipo de medidas previstas en la Ley, circunstancia que no comparte la Sala, pues no estuvo acorde, se reitera, con los requisitos que orientan el proceso ejecutivo contra Entes Territoriales bajo los acuerdos de reestructuración.

Ahora, según la jurisprudencia de esta Sala, en relación con la interpretación normativa por parte de los Jueces, debe decirse que, si bien en principio habrá de ser respetada la autonomía funcional, el absoluto desconocimiento de las norma que resulten aplicables a cada caso en particular, constituye una omisión grave que configura como en este caso, una vía de hecho, y por ende la incursión en una falta disciplinaria, como quiera que la seguridad jurídica se vio afectada en este caso, pues el derecho al debido proceso considerado de manera abstracta, constituye una aplicación del principio de legalidad dentro de un proceso judicial, y el cual tiene una repercusión fundamental, es decir la de garantizarles a las personas, tanto naturales como jurídicas, que la función de las autoridades judiciales va a seguir un conjunto de normas procesales establecidas con anterioridad. 

De modo, que cuando esto no ocurre, como en este caso, se vulneran los procedimientos establecidos y no se garantiza a las partes procesales la seguridad frente a la función jurisdiccional, ni tampoco se garantiza que estas reglas se apliquen por igual a todos, como consecuencia del carácter general y abstracto de la ley procesal”.

Ahora bien, contrario a lo afirmado por el Juez de tutela, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, no ha tenido un cambio injustificado de precedente judicial, porque nótese que para que podamos hablar de tal figura se necesitan tres o más decisiones uniformes a voces del artículo 4º de la Ley 169 de 1896 que dice que “Tres decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema de Justicia como Tribunal de Casación sobre el mismo punto de derecho constituyen doctrina probable y los jueces podrán aplicarla en casos análogos”; con todo, “La doctrina constitucional interpretativa y la jurisprudencia son guías auxiliares o subsidiarias que no comprometen el criterio autónomo del operador judicial”
, circunstancia que es aplicable a nuestra Jurisdicción Disciplinaria, por ser esta Sala Tribunal de cierre en esta materia.
Empero, en el presente asunto, sólo se está haciendo referencia a dos. Dos providencias, que datan del año 2009, es decir, con anterioridad a las varias que al respecto y en otros términos totalmente distintos, ha venido profiriendo la Colegiatura accionada y a partir de las cuales realmente sí podría hablarse de un precedente horizontal, decisiones tales como: i) en el radicado 2007-0187 01 Magistrada Ponente Dra. MARIA MERCEDES LÓPEZ MORA el 26 de mayo de 2010, ii) en el radicado No.  2007-0185 01 Magistrado Ponente Dr.  JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ el 23 de junio de 2010, iii)  en el radicado 2007-0179 01 Magistrado Ponente Dr. JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ el 23 de julio de 2010 y iv) en el radicado 2007-0215 01 Magistrado Ponente HENRY VILLARRAGA OLIVEROS el 20 de septiembre de 2010, entre muchos otros donde por actuaciones similares en otros procesos laborales el aquí accionante y entonces disciplinado como Juez Laboral del Circuito de Quibdó, ha sido sancionado por el incumplimiento del deber descrito en el numeral 153.1 de la Ley 270 de 1996, al considerarse que el desconocimiento o la inaplicación de las normas sustantivas y procesales de inembargabilidad de los recursos  públicos del Departamento del Chocó por parte del entonces investigado Juez de la República, desborda los límites de la autonomía e independencia funcional de quienes administran justicia. 

No desconocemos, que la Jurisprudencia tiene fuerza vinculante, como lo han reconocido otras instancias judiciales, sin embargo, y conforme con el artículo 230 de la Constitución Política, los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley. Pues, la equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son criterios auxiliares de la actividad judicial.

Además, ha de precisarse que si bien los jueces de la república están investidos de una autonomía, sin duda debe existir una limitación, que proporcione seguridad jurídica, inseparable de lo razonable y proporcional, fundamentos que garantizan a su vez, los proclamados principios a la igualdad y confianza legitima del ordenamiento jurídico.

Al ocuparse de ese tema, la Corte Constitucional en Sentencia C-836 de 2001, M.P. Rodrigo Escobar Gil, de fecha 09-08-2001, señaló: 

“Si se aceptara la plena autonomía de los jueces para interpretar y aplicar la ley a partir –únicamente- de su entendimiento individual del texto, se estaría reduciendo la garantía de la igualdad ante la ley a una mera igualdad formal, ignorando del todo que la Constitución consagra –además- las garantías de la igualdad de trato y protección por parte de todas las autoridades del Estado, incluidos los jueces (…)”.

“(…) Sólo mediante la aplicación consistente del ordenamiento jurídico se pueden concretar los derechos subjetivos. Como se dijo anteriormente, la Constitución garantiza la efectividad de los derechos a todas las personas y los jueces en sus decisiones determinan en gran medida su contenido y alcance frente a las diversas situaciones en las que se ven comprometidos. (…)

De aceptarse la facultad omnímoda de los jueces para interpretar la ley, sin consideración de la doctrina de la Corte Suprema, nada impediría que los sujetos procesales hicieran un uso desmedido de los diversos recursos judiciales, sin tener elementos para inferir la plausibilidad de sus pretensiones y de sus argumentos jurídicos (…)”.

Posteriormente, la misma Corporación en la Sentencia T-571 de 2007 señaló que la autonomía judicial que se protege, en materia de interpretación, no es del todo absoluta. Existen criterios objetivos que permiten fijar un límite legítimo a la interpretación judicial, en la medida en que orgánicamente establecen premisas generales que no pueden ser libremente desechadas por el fallador.

Esto es así, porque si en virtud de la autonomía, cada juez interpreta y aplica la ley de manera distinta, ello podría implicar la contradicción de las diversas interpretaciones de la ley, razón por la que se reclama una motivación válida que relaciona la cuestión fáctica y la jurídica.

En el caso que nos ocupa, no estamos ante una simple interpretación, estamos frente a la desatención de una norma, que se quiso llenar con supuestas justificaciones mas allá de la ley, desconociendo su legalidad, la cual impedía precisamente la extralimitación de funciones a través de forzadas interpretaciones y que fue precisamente lo que encontró el Operador Disciplinario al estudiar la conducta del ahora Accionante.

Entonces, la autonomía de los jueces no está admitida de manera absoluta, por el contrario, está restringida, o si no, estaríamos permitiendo que el juez en sus decisiones esté optando por la condición de legislador, creando la famosa lex tertia y eso sí, violando el estado de derecho y el debido proceso, al desconocer la división de poderes y el principio de la legalidad y obligatoriedad de la ley.

En conclusión, no abandonamos el principio de autonomía de los jueces, no obstante, lo criticable y lo que genera falta es el exceso, pues bajo el amparo de la autonomía no puede violarse la ley, ya lo dijo la Corte Constitucional en la Sentencia T-698 de 2004:

“… si bien el juez es autónomo en su actividad jurisdiccional, tiene un límite, que "se deduce de las normas constitucionales y legales a las que está sujeto. Las decisiones que profiera en ejercicio de esta función deben contener un fundamento objetivo y razonable, ya que el principio de autonomía no prohíja las actuaciones arbitrarias, ni la manipulación de las normas con propósitos caprichosos y resultados perversos, en contra de los mandatos y propósitos legales y justos"
   

En suma atendiendo el anterior marco conceptual y de cara a lo alegado en el recurso de amparo, lo que se aprecia es una pretendida argucia argumentativa usada por el petente, para cuestionar los argumentos consignados en las sentencias atacadas donde se determinó su responsabilidad disciplinaria, presentándola como desconocimiento injustificado del precedente horizontal, posición que no encuentra eco –desde ningún punto de vista- en una reposada valoración de las funciones de la Colegiatura accionada, toda vez que en ejercicio de ellas se adjudicó un sentido razonable a las normas y medios de convicción que se debían usar para imputar la falta cometida por el encartado, sin que la misma se presente como desproporcionada o carente de soporte argumentativo.
Por tanto -finalmente y a manera de corolario- debe recordársele al actor que la acción de tutela -considerada como un mecanismo constitucional excepcional y subsidiario- no puede ser utilizado como una tercera instancia para presentar debates que no se realizaron en las instancias judiciales ordinarias y menos usarla para cuestionar interpretaciones jurídicas razonadas y coherentes que están amparadas por la garantía de la autonomía funcional de la cual gozan los jueces, por tanto, esta Corporación estima que las razones presentadas son más que suficientes para REVOCAR la decisión de instancia impugnada.

La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura administrando justicia –Sala de conjueces- en nombre de la República y por mandato de la ley,

RESUELVE 

PRIMERO.- REVOCAR, el fallo de tutela dictada el 25 de febrero de 2011 por la Sala –Conjueces- Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Chocó, mediante la cual se tutelaron los derechos fundamentales del accionante FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO al debido proceso, igualdad, trabajo y acceso a la administración de justicia, dejando como consecuencia sin efectos las sentencias proferidas por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura objeto de la presente acción Constitucional.

SEGUNDO.- Como consecuencia de lo anterior, DEJAR EN FIRME, las providencias de segunda instancia, de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura proferidas dentro de los radicados 2007000169 01 el 19 de agosto de 2010 con ponencia del Magistrado ANGELINO LIZCANO RIVERA y, 200700189 01 del 1º de septiembre de 2010 con ponencia del Magistrado HENRY VILLARRAGA OLIVEROS, mediante las cuales fue sancionado el doctor  FRANCISCO ANTONIO MENA CASTILLO en su condición de Juez Primero Laboral del Circuito de Quibdó con dos (2) y doce (12) meses de SUSPENSIÓN del cargo, respectivamente, por infringir el deber previsto en el numeral 1º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996.
TERCERO.- Una vez notificados los intervinientes, envíese esta sentencia a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

CÓPIESE, COMUNÍQUESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE. 

ISNARDO GOMEZ URQUIJO 

Conjuez Ponente

FIDALGO JAVIER ESTUPIÑAN CARVAJAL             JOSE H. VALERO RODRIGUEZ
                 Conjuez





        Conjuez

JOSÉ FRANCISCO CASTILLO TUIRÁN                         HUMBERTO ARANZALEZ
    Conjuez





           Conjuez



                                           
LUIS GONZALO LOZANO PACHECO
  JESÚS ANTONIO GUARNIZO PALACIO         

                 Conjuez




                     Conjuez

YIRA LUCIA OLARTE AVILA

Secretaria Judicial

� En Sala …., de fecha ….


� La Sala de tutela de primera instancia estuvo conformada por los Conjueces YESID FRANCISCO PEREA MOSQUERA, LUIS FELIPE VIVAS RODRÍGUEZ y RAFAEL ENRIQUE FIGUEROA LOZANO, éste último quien salvo voto.


� Con Ponencia del H. Magistrado ANGELINO LIZCANO RIVERA, proferida el 19 de agosto de 2010.


� Con ponencia del H. Magistrado HENRY VILLARRAGA OLIVEROS, proferida el 1º de septiembre del año 2010. 


� Radicados 200500135 y 200500138, con ponencia de los magistrados ANGELINO LIZCANO RIVERA y PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO, respectivamente.


� Las cuales son referenciadas como el precedente de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura que fue desconocido. 


� Con las cuales pretende el actor probar el precedente de su Superior Funcional en materia de procedencia de procesos ejecutivos laborales y la adopción de medidas cautelares  contra el Departamento del Chocó.


� Corte Constitucional, Sentencia C-543/92.


� Folio 1 del c.o.


� Folio 6 del c.o.


� Ver sentencias T-006 de 1992, C-543 de 1992, T-079 de 1993 T-231 de 1994 relativas a la doctrina de la vía de hecho judicial; posteriormente, las sentencias SU-014 de 2001 (vía de hecho por consecuencia o error inducido) y T-1180 de 2001 (desconocimiento del precedente) llevaron a plantear la posibilidad de que se produjeran fallos judiciales que, sin ser arbitrarios y caprichosos llevaran a la vulneración de derechos fundamentales; finalmente, la doctrina de las causales genéricas de procedencia se establecieron los fallos T-441 de 2003, T-462 de 2003, T-771 de 2003 y T-949 de �2003, T-701 de 2004, doctrina que fue sistematizada por la sentencia de Sala Plena C-590 de 2005, que en esta ocasión se reitera.


� Cfr. C-590 de 2005.


� Sobre la función de la Corte en el ejercicio de la revisión de fallos de tutela, ver la sentencia C-018 de 1993. y los autos A-034 de 1996 y A-220 de 2001.


� Sobre la estructura de los derechos fundamentales, resultan especialmente ilustrativas las sentencias T-576 de 2008 y T-760 de 2008, relativas al carácter fundamental del derecho a la salud.


� Sobre la importancia de la unificación de la jurisprudencia constitucional y su relación con el principio de igualdad, ver sentencias T-292 de 2006, C-836 de 2001 y  T-566 de 1998.


� Ver, sentencias C-560 de 1999 y C-1290 de 2001.


� Siempre, siguiendo la exposición de la Sentencia C-590 de 2005.


� Ver sentencias T-173 de 1993 y C-590 de 2005.


� Sobre el agotamiento de recursos o principio de residualidad y su relación con el principio de subsidiariedad cuando se ejerce la acción de tutela para controvertir un fallo judicial, ver sentencia T-1049 de 2008.


� Esta regla se desprende de la función unificadora de la Corte Constitucional, ejercida a través de sus Salas de Selección. Así, debe entenderse que si un proceso no fue seleccionado por la Corte para su revisión, se encuentra acorde con los derechos fundamentales.


� Hace referencia a la carencia absoluta de competencia por parte del funcionario que dicta la sentencia. 


� Cuando se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o en los fallos que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. (Ver, Sentencia C-590 de 2005); igualmente, los fallos T-008 de 1998 y T-079 de 1993. 


� El defecto procedimental absoluto se presenta cuando el funcionario judicial se aparta por completo del procedimiento legalmente establecido. Al respecto, ver sentencias T-008 de 1998, SU-159 de 2002, T-196 de 2006, T-996 de 2003, T-937 de 2001.


� Referido a la producción, validez o apreciación del material probatorio. En razón a la independencia judicial, el campo de intervención del juez de tutela por defecto fáctico es supremamente restringido.


� También conocido como vía de hecho por consecuencia, hace referencia al evento en el cual, a pesar de una actuación razonable y ajustada a derecho por parte del funcionario judicial, se produce una decisión violatoria de derechos fundamentales, bien sea porque el funcionario es víctima de engaño, por fallas estructurales de la Administración de Justicia o por ausencia de colaboración entre los órganos del poder público. Ver, principalmente, sentencias SU-014 de 2001, T-1180 de 2001 y SU-846 de 2000.


� En tanto la motivación es un deber de los funcionarios judiciales, así como su fuente de legitimidad en un ordenamiento democrático. Ver T-114 de 2002.


� “(se presenta cuando) la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance”. Ver sentencias SU-640 de 1998 y SU-168 de 1999. 


� Cuando el juez da un alcance a una disposición normativa abiertamente contrario a la constitución, sentencias SU-1184 de 2001, T-1625 de 2000 y T-1031 de 2001, o cuando no se aplica la excepción de inconstitucionalidad, a pesar de ser evidente y haber sido solicitada por alguna de las partes en el proceso. Ver, sentencia T-522 de 2001.


� Ver Sentencia T-701 de 2004.


� Es decir, que las sentencias judiciales deben tener un mínimo de justicia material, representado en el respeto por los derechos fundamentales.


� Sentencia C-590 de 2005 y T-701 de 2004.


� Ver, entre otras, las sentencias T-231 de 1994, T-442 de 1994, T-567 de 1998, T-008 de 1998, SU-159 de 2002, T-025 de 2001, T-109 de 2005, T-639  de 2006, T-737 de 2007   y T-458 de 2007.


� Así, por ejemplo, en la Sentencia SU-159 de 2002, se define el defecto fáctico como “la aplicación del derecho sin contar con el apoyo de los hechos determinantes del supuesto legal a partir de pruebas válidas”.


� Cabe resaltar que si esta omisión obedece a una negativa injustificada de practicar una prueba solicitada por una de las partes, se torna en un defecto procedimental, que recae en el ejercicio del derecho de contradicción.


� Cfr. Sentencias SU-159 de 2002, T-538 de 1994   y T-061 de 2007. 


� Ver sentencias T-442 de 1994, T-567 de 1998, T-239 de 1996 y SU – 159 de 2002  , T-244 de 1997. 


� Cfr. Sentencia SU-159 de 2002.


� Sentencia T-442 de 1994.


� Ver también la sentencia T-008 de 1998.


� “En el plano de lo que constituye la valoración de una prueba, el juez tiene autonomía, la cual va amparada también por la presunción de buena fe” Sentencia T-336 de 1995 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), reiterada por la T-008 de 1998.


� Sentencia T-008 de 1998 y T-636 de 2006.


� Ibídem.


� Sobre el particular pueden consultarse las sentencias T-932 de 2003, M. P. Jaime Araujo Rentaría, T-902 de 2005, M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra, T-162 de 2007, M. P. Jaime Araujo Rentaría. 


� Corte Constitucional. Sentencia T-231/1994.


� Corte Constitucional. Sentencia T-554/2003


� Sentencia T-442 de 1994 MP. Antonio Barrera Carbonell.


� Sentencia SU-1300 de 2001 MP. Marco Gerardo Monroy Cabra. La Corte encontró perfectamente razonable la valoración de las pruebas que hizo el Juez Regional en la sentencia anticipada. El Juez no omitió ni ignoró prueba alguna, ni dio por probado un hecho sin fundamento objetivo. “El hecho de que el incremento patrimonial no justificado del procesado, se derivó de actividades delictivas se probó a través de la confesión de {varios testigos}, y de un conjunto concurrente de indicios, entre los cuales sobresale el hecho de que las cuentas en las cuales se consignaron la mayoría de los 23 cheques recibidos por el peticionario, fueron abiertas por él usando información falsa y las fotocopias de las cédulas de sus empleados que aparecían en los archivos de las empresas constructoras de la familia”.


� Sentencia T-442 de 1994 MP. Antonio Barrera Carbonell.


� Sentencia T-538 de 1994 MP. Eduardo Cifuentes Muñoz. En esa oportunidad se le concedió la tutela al peticionario por la indebida apreciación que hace el juez de la conducta asumida por una de las partes, que se atuvo a la interpretación que de unos términos hizo el secretario del juzgado, que le lleva a negarle la interposición de un recurso del que depende la suerte del proceso penal.   


� Sentencia SU-157-2002, MP: Manuel José Cepeda Espinosa.


� Corte Constitucional. Sentencia SU-159 de 2002.


� Ibídem


� Corte Constitucional, sentencia T-693 de 2009, Magistrado Ponente Dr. JORGE IVÁN PALACIO PALACIO.


� El Derecho de los Jueces, Diego Eduardo López Medina, Editorial Legis, pagina 23. Donde respecto de la doctrina constitucional, se dice además que: “cumple igualmente una segunda función, ya no integradora de lagunas, sino interpretativa de casos dudosos. Dice así el artículo 4º de la Ley 153 de 1887: 





“los principios del derecho natural y las reglas de la jurisprudencia servirán para ilustrar la constitución en casos dudosos. La doctrina constitucional es a su vez, norma para interpretar las leyes”. 





Según la Corte, la doctrina constitucional interpretativa no llega a constituir criterio obligatorio en la actividad del juez: 





“Es claro eso sí que, salvo las decisiones que hacen transito a la cosa juzgada, las interpretaciones de la Corte constituyen para el fallador valiosa pauta auxiliar, pero en modo alguno criterio obligatorio, en armonía con lo establecido por el artículo 230 superior”.


� Corte Constitucional. Sentencia T-1009 de 2000. M.P. Carlos Gaviria Díaz
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